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11. Fundamentos jurídicos

1. La recurrente en amparo se queja de que, no obs­
tante haber comparecido y personado en la Audiencia que
conocía del recurso de apelación interpuesto por la parte
contraria, personación que hizo mediante el pertinente
escrito presentado en la Secretaría el 7 de abril de 1988,
no fue citada para la vista de la apelación, sin que, por tan­
to, pudiera ejercer allí su derecho de defensa y debida
auaiencia..La falta de citación por ElI órgano judicial fue
debido al extravío del susodicho escrito de personación.
Dictada Sentencia inauditaparte, la recurrente interpuso,
al conocerla, recurso de nulidad, que fue rechazado en apli­
cación del arto 240.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

2. Como ya hemos dicho en la reciente
STC 188/1992, el caso que ahora se resuelve no es único,
sino, por desgracia, ya reiterado. En no menos de cuatro o
cinco ocasiones (SSTC 77/1987, 66/1988, 22/1989,
78/1992 Y 131/1992) ha tenido este Tribunal que resolver
supuestos semejantes, por no decir iguales, o sea el de la
infracción procesal (con relevancia constitucional) causada
por el extravío, ocultación o pérdida, con reaparición o no,
de un escrito de la parte justificativo de su correcta conducta
procesal y mantenimiento de su derecho, relativo a su per­
sonación o comparecencia en la Secretaria del Tribunal.
Debido a ese extravío, sin embargo, la parte no es citada
y se pronuncia la Sentencia sin ser olda en el recurso. En
dichos supuestos se consideró por este Tribunal que a la
Audiencia o Juez ad quem le es reprochable objetivamente
la falta, imputable a la oficina judicial y en definitiva al órgano
sentenciador.

3. No hay necesidad, pues, de repetir aqul los funda­
mentos de aquellas Sentencias alites citadas, cuya doctrina
hay que dar por reproducida, ya que en ningún caso puede
justificarse la resolución judicial dictada sin audiencia de la
parte, salvo incompatecencia voluntaria, ellpresa o tácita, o
negligencia imputable a la misma (STC 112/1987 y
151/1987 entre otras).

Igualmente se ha de reiterar la docrina de la imposi­
bilidad legal de acceder a los recursos de nulidad una vez
dictada,sentencia definitiva (SSTC 185/1990, por todas).

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu­
cional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA

Ha decidido

Estimar el recurso interpuesto por doña Carmen Sevilla
Pardo, y en su virtud:

1.° Anular la Sentencia de 17 de septiembre de
1988 de la Sección Primera de la Audiencia Provincial de
Madrid, rollo núm. 114/88;asl como las actuaciones pos­
teriores.

2.° Reconocer a la recurrente su derecho ala tutela
judicial efectiva sin indefensión.

3.° Reponer las actuaciones al momento anterior a
la de la citación para la vista de la apelación en el citado
rollo.

Publlquese esta Sentencia en el «Boletin Oficial' del
Estado».

Dada en Madrid, a treinta de noviembre de míl nove­
cien!qs noventa y dos,-Miguel Rodríguez-Piñera y Bra­
vo,Ferrer.-Feroando García-Mon y González-Regue­
ral.-Garlos de la Vega Benayas.~Vicer.te Gimeno Sen­
dra.-Ratael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz Villa­
lón.-Firmado y rubricado.

28349 Sala Primera. Sentencia 213/1992, de 30 de
noviembre de 1992. Recurso de amparo
1.901/1989. Contra Auto dictado por el Juz­
gado de lo Social núm. 8 de Barcelona que

. declara no haber lugar a recurso de reposición
interpuesto contra Auto anterior que decretó el
archivo de la demanda interpuesta contra la
tesorería de la Seguridad Social. Vulneración
del derecho a la tutela judicial efectiva: inter­
pretación excesivamente rigorista de la exigen­
cia impuesta por el arto 22 L.PL

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don MiguElI Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, Presi­
dente; don Fernando García-Mon y González·Regueral.
don Carlos de la Vega Benayas, don Vicente Gimeno Sen·
dra, don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro Cruz
VillaIón, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.901/89, promovido
por la entidad «Manufacturas Viladomiu, S. A.», represen­
tada por la Procuradora de los Tribunales doña Beatriz Rua­
no Casanova, y defendida por el Letrado don Joaquín Foro
Costa, contra el Auto, de fecha 8 de mayo de 1989, di~
tado por el Juzgado de lo Social núm. 8 de Barcelona (au­
tos 306/89), por el que se declara no haber lugar al recur­
so de reposición interpuesto contra Auto de 18 de abril
de 1989, que decretaba el archivo de la demanda inter­
puesta contra la Tesorería de la Seguridad Social. por con­
siderar que las resoluciones judiciales impugnadas infrin­
gen el derecho a obtener la tutela judicial efectiva del
arto 24.1 de la Constitución. Han intervenido el Ministerio
Fiscal y la Tesorería General de la Seguridad Social. repre­
sentada por la Procuradora doña Alicia Casado Deleito y
defendida por la Letrada doña Aña Maria Bayón Mariné,
y ha sido Ponente el Presidente del Tribunal. don Miguel
Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, quien expresa el parecer
de la Sala. .

1. Antecedentes

1. Por escrito que tiene entrada en este Tribunal el
28 de septiembre de 1989 la Procuradora de los Tribu­
nales doña Beatriz Ruano Casanova interpone. en nombre
y representación de la entidad Manufacturas Viladomiu,
S. A.. recurso de amparo contra Autos de 17 de abril y de
8 de mayo de 1989 del Juzgado de lo Social núm. 8 de
Barcelona, que decretaron el archivo de demanda.

2. La demanda de amparo se basa, en sintesis, en
los siguientes hechos:

a) En fecha 7 de abril de 1989, la representación de
la entidad recurrente de amparo presentó ante ül.luzgadc
de Guardia de Barcelona demanda contra la Tesorerla
General de la Segundad Social. Dicha demanda fue debi·
damente sellada y registrada, teniendo su entrada a las
22 horas de dicho dia. .

b) Al siguiente dia, la demandante presentó ant'3,,1
Registro General de los Jl.Izgadcs de lo Soc,al da Barcebila
dicha demanda, que fue asimismo debidamema seiíada
y registrada.

c) Por Auto de 18 de abril de 1939. el "wgadc de
lo Social núm. 8, competente por reparto del asunto. decre·
tó el archivo de la demanda por no habers¡; ekctuadoh
comparecencia establecida en el arto 22 de la leY' de PI0­
cedimiento Laboral al día siguientp. hábil de la ptes"nU-'
ción de la demanda ante el Juzgado de Guardia.
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d) Contra dicho Auto interpuso la representación de
la actora recurso de reposición. alegando que el día 8 de
abril lle personó en el Registro General de los Juzgados
de lo Social presentando la demanda y sus copias. Por
Auto de 8 de mayo de 1989. ei Juzgado desestimó el
recurso y confirmó el Auto impugnado. al estimar que «aun
admitiendo como comparecencia la presencia en el regis­
tro de los Juzgados de lo Social a fin de presentar la deman­
da presentada el dla antes en el Juzgado de Guardia. de
todo lo que queda constancia en la propia demanda obran­
te en autos. lo cierto es que el arto 22 L.P.L. exige la com­
parecencia en el Juzgado de lo Social al día siguiente de
la presentación del escrito en el Juzgado de Guardia. de
la parte o su representante, y esto es lo ql!e no queda acre­
ditado quien ha comparecido».

3. La representación de la recurrente considera que I

las resoluciones judiciales impugnadas infringen el dere­
cho a obtener la tutela judicial efectiva del arto 24.1 de la
Constitución. alegando. en primer lugar. que la compare­
cencia exigida por el arto 22 de la L.P.L. se efectuó correc­
tamente mediante la presentación de la demanda el dla
siguiente ante el Registro General de los Juzgados de lo
Social. máxime teniendo en cuenta que por tratarse de la
presentacion de una demanda el recurrente no podía de
ninguna manera conocer a qué Juzgado de lo Social
correspondería su conocimiento. En segundo lugar estima
que. admitido por el propio Juzgado que existió compa­
recencia al presentar la demanda en el Registro de los Juz­
gados de lo Social. la exigencia de la comparecencia ante
el Juzg¡¡¡do de lo Social núm. 8 era de imposible cumpli­
miento. pues hasta el día 17 del mismo mes no le fue repar-
tida a dicho Juzgado la demanda. _

En consecuencia. considera que la interpretación que
el Juzgado ha hecho del requerimiento previsto en el
arto 22 de la L.P.L. ha sido desproporcionada a los fines
queridos. pues incluso podría concluirse, de acuerdo con
la doctrina sentada por la STC 175/1988, que la obliga­
toriedad de la comparecencia no sería exigible para el
supuesto de interposición de demanda. Por ello. solicita
de este Tribunal que otorgue el amparo y declare la nulidad
de los Autos impugnados. restableciendo a la recurrente
en la integridad del derecho a la tutela judicial efectiva.

4. Por providencia de 30 de octubre de 1989 se acor­
dó admitir a trámite la demanda y solicitar de los órganos
judiciales la remisión de las actuaciones. Por providencia
de 4 de diciembre de 1989 se acordó tener por recibidas
las actuaciones. y dar vista de las mismas por un plazo
común de veinte días a la parte recurrente y al Ministerio
Fiscal para la formulación de alegaciones.

Por providencia de 18 de diciembre de 1989, se acor­
dó tener por personada y parte en nombre y representa­
ción de la Tesorería General de la Seguridad Social. a la
Procuradora Sra. Casado Deleito. darle vista de las actua­
ciones y concederle un plazo común de veinte días para
la formulación de alegaciones.

5. En su escrito de alegaciones. la parte recurrente
ratifica la demanda de amparo.

6, El Ministerio Fiscal en su escrito de alegaciones
afirma que en el presente supuesto la entidad demandante
cumplió con el espíritu y la letra del arto 22 LP,L. Presentó
la demanda. fuera de horas de oficína judicial ante el Juz­
gndo de Guardia, que la selló y diligenció devolviéndosela
a la demandante que al día siguiente. tal y como exige el
arto 22 L.PL. se personó ante el Registro General de los
Juzgados de lo Social de Barcelona y presentó. como cons­
ta en el correspondiente cajetín oficial, la demanda y las
copias.

Dicha presentación debe entenderse como suficiente
y bastante a los fines exigidos para la comparecencia pre­
vista en el arto 22 L.PL De ella se desprende el deseo de
la parte de poner de manifiesto tanto el hecho de la pre­
sentación de la demanda laboral ante el Juzgado de Guar-

dia el dia precedente. como la notificación al órgano labo­
ral de la existencia de la misma.

Es claro también que la comparecencia no podla hacer­
se ante ningún Juzgado de lo Social, pues no se había pro­
ducido el reparto. ni por tanto la exigencia del arto 22 pue­
de ser interpretada en el caso de autos, presentación de
demanda. como cuando se trata de,un recurso, que puede
originar paralización del proceso en curso,

Finalmente es una interpretación plenamente forma­
lista la que del art.22 l.P.L. hace el Auto de 8 de mayo
de 1989 que desestimó el recurso de reposición. al fun­
damentar la desestimación del recurso y por ende la inad·
misión de la demanda laboral. cuando afirma que no cons­
ta quien efectuase la comparecencia ante el Registro
General de los Juzgados de lo Social.

Es evidente que ese desconocimiento por parte del juz­
gador no era esencial y además era plenamente subsana­
ble. No era esencial por cuanto lo importante es la com­
parecencia y ésta se habla llevado a efecto. Era subsanable
y ya que ni lo exigió el Registro General. cuando pudo o
debió hacerlo. ni se dio ocasión a dicho Registro o a las
partes para que ill,lstraran al Juzgado de lo Social sobre
este extremo. Como quiera que el Juzgado inadmitió la
demanda con este tipo de razonamiento. es claro que en
el contexto de la doctrina del Tribunal Constitucional en
torno al arto 24.1 C.E. y 22 L.P.L., dichas resoluciones se
relevan como enervantes. formalistas y desproporcioniT
das. impidiendo inconstitucionalmente el derecho al pro­
ceso de la entidad demandante y por tanto el amparo debe
prosperar.

7. La representación de la Tesorería General de la
'Seguridad Social en su escrito de alegaciones sostiene que
la parte demandante incumplió el requisito de compare­
cencia y manifestación que exige el arto 22 L.P.l.. al no exis­
tir constancia de la comparecencia personal de la parte
demandante ni de su representante legal. no pudiéndose
considerar que tenga el mismo efecto presentar una copia
de la llemanda ante el Juzgado de lo Social, pues si ellegis­
!ador hubiera querido dar efecto a dicha presentación. así
lo hubiera dicho. El requisito de compa~ecenciapersonal
y manifestación es taxativo según el art. 22 l.P.L.. que
declara ineficaz la presentación de la demanda ante el Juz­
gado de Guardia el último día de plazo sin el cumplimiento
exacto de tales requisitos. con exclusión de otros medios
distintos de 105 previstos en la norma para cumplir el requi­
sito procesal que la misma imponga. Las sentencias y cri­
terios de la jurisprudencia COnstitucional citados en el
recurso no se refieren a casos idénticos al presente. En
consecuencia el Auto recurrido se ha limitado a aplic¡¡r el
arto 122 LP.L. Yno infringe elart. 24.1 C,E.

8. Por providencia de 24 de noviembre. se señaló
para la deliberación y votación del presente recurso de
amparo el día 30 de noviembre siguiente.

11. Fundamentos jurídicos

l. La recurrente entiende que se ha vulnerado su
derecho a la tutela judicial efectiva del arto 24.1 C,E. por
haber acordado el Juzgado de lo Social el archivo de la
demanda contra la Tesorería General de la Seguridad
Social por presentación fuera de plazo. siendo asl que la
demanda se presentó el último día de plazo en el Juzgado
de Guardia qúe la devolvió a la recurrente y al dia siguiente
esa misma demanda se presentó ante el Registro General
de los Juzgados de lo Social de Barcelona. siendo debi­
damente sellada y registrada. por lo que debería entender­
se cumplida la exigencia de comparecencia personal pre­
vista en el arto 22 L.P.L. (1990).

Núcleo central de la presente demanda es si las razo­
nes por las que el Juzgado de lo Social núm. 8 de Barcelona
iiladmitió la demanda suponen una aplicación del art. 22
L.P.L. contraria al derecho a la tutela judicial efectiva. Este
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Tribunal, al examinar la concurrencia y exigencia pre­
venida en el arto 22 L.P.L.. ha tenido ocasión de precisar
que el citado precepto. en un sistema de unidad juris­
diccional. no puede ser interpretado de forma rigurosa
desc'onociendo su carácter de excepción a la regla gene­
ral y sobre todo no analizándolo en función de la fina­
lidad única que actualmente tiene de aseg'Jrar la cele­
ridad del procedimiento (SSTC 3/1986.185/1987 Y
175/1988). Hemos de examinar pues si la interpreta­
ción que el órgano judicial ha hecho del art. 22 L.P.L.
Ysobre la que ha basado la inadmisión de la demanda.
cumple con las exigencias del derecho a la tutela judicial
efectiva del arto 24.1 C.E.

2. La recurrente al día siguiente de la presentación
y registro de la demanda en el Juzgado de Guardia pre­
senta nuevamente la misma demanda (sellada y diligen­
ciada por el Juzgado de Guardia) ante el Registro Gene­
ral de los Juzgados de lo Social, donde fue debidamente
sellada y registrada. Como se reconoce en el último de
los Autos recurridos. esa presentación posterior de la
demanda en el Registro de los Juzgados de lo Social
podía considerarse equivalente a la comparecencia exi­
gida enel arto 22 L.P.L. Por otro lado. el cumplimiento
literal de dicho requisito. de presentación en el concreto'
Juzgado. seria de imposible cumplimiento en los casos
de presentación de demanda ante Juzgados plurales.
y no es ocioso recordar que en el presente caso no fue
turnada hasta diezdías más tarde al Juzgado de lo Social
núm. 8.

De' la lectura del Auto desestimatorio del recurso de
súplica se deduce que. tras aceptar que esa presenta­
ción de la demanda en el Registro de los Juzgados de
lo Social podría considerarse equivalente a la compa­
recencia exigida en el arto 22 L.P.L.. la razón última para
decretar el archivo de la demanda fue la falta de acre­
ditación de la persona que hubiera efectuado la «com­
parecencia» ante dicho Registro. Es evidente que el pre­
sunto desconocimiento de las circunstancias no puede
tenerel alcance y la trascendencia que el órgano judicial
le ha dado.

Tiene razón el Ministerio Fiscal cuando afirma que
ese virtual defecto no era esencial. y que en otro caso
se trataba de un defecto subsanable. En efecto. si la
razón de inadmitir la demanda era esa falta de acredi­
tación. se trataba de un defecto subsanable. que el Juz­
gado debió haber advertido en su primera resolución.
dando opción a subsanarlo. siendo por ello despropor­
cionada la sanción de la inadmisión de la demanda por
un defecto que sólo se puso de manifiesto en un momen-

. to tardío al desestimar el recurso interpuesto contra el
Auto de inadmisión de la demanda.

Por otro lado. si se admite. como era lógico. la pre­
sentación y registro del escrito de demanda como com­
parecencia. tal presentación y registro habla de enten­
derse que cumplía todas las exigencias legales. pues.
conforme consta en el escrito de la demanda. la misma
se formuló por Letrado en nombr!! de la entidad
recurrente. adjuntando fotocopia del poder de represen­
tación otorgado ante Notario sin que se formulara repa­
ro alguno en cuanto a la representación o a la identi­
ficación del compareciente. de modo que podía enten­
derse inequívoca la voluntad de la parte actora de iniciar
el correspondiente procesoJaboral.

Por ello. la interpretación y aplicación que el Juz­
gado de lo Social ha hecho en el presente caso de la
exigencia del arto 22 L.P.L.. ha sido excesivamente rigo­
rista. formalista y desproporcionada, por lo que los
Autos impugnados han desconocido el derecho al pro··
ceso de la entidad demandante y el amparo ha de ser
estimado.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Constitu­
cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado y. en consecuencia:
1.° Reconocer el derecho a la tutela judicial efectiva

de la recurrente.
2.° Anular los Autos del Juzgado de lo Social núm. 8

de Barcelona. de 18 de abril y 8 de mayo de 1989 (asunto
306/89).

3.° Reponer las actuaciones al momento de la admi­
sión de la demanda.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a treinta de noviembre de mil nove­
cientos noventa y dos. Miguel Rodríguez-Piñero y Bra­
vo-Ferrer.-Fernando García-Mon y González-Regue­
ral.-Carlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sen­
dra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz VillaIón.
Firmado y rubricado.

28350 Sala Segunda. Sentencia 214/1992. de 1 de
diciembre de 1992. Recurso de alTJparo
1.894/1989. Contra Sentencia del Tribunal
Central de Trabajo, recaída en recurso de supli­
cación en autos sobre reclamación de antigüe­
dad laboral. Supuesta vulneración de los dere­
chos a la igualdad y a la tutela judicial efectiva:
efectos de contrato de trabajo suscritos por una
orden religiosa y IfI Administración afectada.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com­
puesta por don Luis López Guerra, Presidente: don Eugenio
Díaz Eimil. don Alvaro Rodrlguez Bereijo, don José Gabal­
dón López. don Julio Diego González Campos y don Caries
Viver i Pi-Sunyer. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.894/89, promovido
por D.a M.a del Carmen González Pantín. representada por
la Procuradora de los Tribunales doña Lydia Leiva Cavero.
y asistida por el Letrado don Rafael Gutiérrez Cobeño. con­
tra la Sentencia del Tribunal Central de Trabajo de 22 de
mayo de 1989. Han comparecido el Ministerio Fiscal yel
Letrado de los Servicios Jurídicos de la Comunidad de
Madrid. Ha sido ponente el Magistrado don Eugenio Díaz
Eimil, quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Por escrito que tuvo entrada en este Tribunal el
día 27 de septiembre de 1989.lil Procuradora doña Lydia
Leiva Cavero interpon!! recurso de amparo en represen­
tación de doña M.a del Carmen González Pantín. frente a
la Sentencia de la Sala Primera del Tribunal Central de Tra­
bajo, de 22 de mayo de 1989. en autos sobre reclamación
de antigüedad laboral, en recurso de suplicación.

2. De lo alegado en el recurso y de los documentos
con él presentados resultan. en síntesis, estos elementos
con relevancia para la decisión de este recurso de amparo:


